JURISPRUDENCIA

Contrato de trabajo. Relación laboral. Tercerización de servicios. Subordinación y dependencia. Exclusividad. Cassetta Pablo José c/Praxair Argentina S.R.L. y Otro s/despido, C.N.A.T., Sala VII, 18/10/07.

En la ciudad de Buenos Aires, a los 18 días del mes de octubre de 2007, para dictar sentencia en los autos: “Cassetta Pablo José c/Praxair Argentina S.R.L. y otro s/despido", se procede a votar en el siguiente orden:

La Dra. Estela Milagros Ferreirós dijo:

I. A fs. 7/16, se presenta la actora e inicia demanda contra Praxair Argentina S.R.L., en procura del cobro de unas sumas e indemnizaciones a las que se considera acreedor con invocación de las disposiciones de la ley de contrato de trabajo. 

Refiere haber trabajado bajo la relación de dependencia laboral del demandado, desde el 12/12/97 cumpliendo tareas de “transportista”. Percibía una remuneración mensual de pesos ocho mil doscientos cincuenta y dos con veinte centavos ($ 8.252,20).

Describe las características de la relación hasta que se produce su desvinculación por despido directo. 

Viene a reclamar, las indemnizaciones correspondientes al despido incausado, multas y recargos previstos en el ordenamiento laboral. 

A fs. 41/59 responde el demandado.

Afirma haber celebrado con el actor un contrato de transporte ya que éste poseía la estructura que le permitía prestar dicho servicio. De esta manera serían entregados a los distintos clientes los productos, brindando así un servicio adicional para su comodidad. 

Desconoce todos los extremos invocados por el actor, relata su versión de los hechos, impugna liquidación y pide el rechazo de la demanda. 

La sentencia de primera instancia obra a fs. 301/307.

Tras el análisis de los elementos de juicio, aportados a la causa, el “a quo” rechaza la demanda impetrada. Además, impone las costas en el orden causado.

II. Ambas partes apelan el fallo, la parte actora a fs. 313/314 y la parte demandada a fs. 310/312.

También apela el perito contador por considerar reducidos sus honorarios (f. 309)

III. La parte actora, arguye que el “a quo” erroneamente consideró improcedente la demanda por despido toda vez que –a su entender– habrían sido acreditados en autos los extremos invocados en la misma. 

Como correctamente señala el recurrente, no es dato controvertido que el Sr. Cassetta se desempeñó como “fletero”, realizando el transporte y reparto de envases de oxígeno, nitrógeno, argón etc. en estado gaseoso de la empresa demandada. Por ello al haber sido reconocido desde el conteste la prestación de tareas corresponde presumir la existencia de un contrato de trabajo y será la demandada la que deba desvirtuar la presunción (art. 23 L.C.T.).

En relación a este tema, sabido es que la cuestión de la relación de dependencia de los fleteros es de hecho y prueba y debe ser analizada en cada caso en particular. 

Cabe señalar que Ferrari (fs. 120/121) en su declaración afirma que “de 8:00 a 17:00 hs.” podían concurrir a la planta de la demandada en donde “había un encargado de planta” que “era quien decía lo que debía hacer” (sic). Por lo que claramente surge que el actor tenía una franja horaria en la que debía concurrir y esto resulta razonable ya que resultaría impensado que una empresa pueda efectuar el reparto con fleteros que concurrieran a cargar y realizaran la distribución de la mercadería en la forma y horario que ellos mismos decidieran.

También de esta declaración surge que los remitos y facturas con membrete de la empresa demandada eran emitidos por el actor con una computadora “que tenían dentro del camión” la cual poseía un sistema que era proveído por la demandada. Afirma además que “el camión del actor tenía logos de la demandada”.

Al respecto, Estrada (fs. 287/288) sostiene que para realizar los fletes la demandada entregaba una hoja de ruta a los transportistas, en ellas se “describen los lugares de entregas de productos, que se realiza diariamente” (sic)

Ahora bien, de la interpretación integral de los testimonios reseñados (v. supra) puede colegirse que el actor debía acatar las órdenes del encargado de distribución de la demandada, respetando los cronogramas, rutas y horarios brindados por éste, tenía que cumplir con un horario de carga preestablecido (de 8:00 a 17:00 hs.); utilizaba un distintivo o logotipo, y se demostró –ver contrato obrante en sobre reservado– que la demandada tenía el derecho de inspeccionar en todo momento los vehículos del actor y solicitar la reparación o sustitución de los mismos, además el transportista no podía suspender el transporte por ningún motivo pudiendo la demandada en caso de incumplimiento de dicha cláusula rescindir el contrato o contratar el transporte con un tercero debitándose al transportista la diferencia de precio correspondiente. Es así que la existencia de todas estas pautas, a mi juicio, llevan a la convicción de que –en el caso– las partes se vincularon mediante una relación que tuvo las características propias de una relación subordinada y dependiente (art. 90 de la Ley 18.345 –modificada por Ley 24.635– y art. 386 del C.P.C.C.N.).

La circunstancia de que el vehículo sea de propiedad del actor y de que estuviesen a su cargo los gastos de mantenimiento del mismo permite igualmente llegar a la conclusión de que la naturaleza de la relación habida entre las partes es laboral. Nótese la existencia de constancias de control de envases y de vehículos, remitos y facturas (ver documentación obrante en el sobre reservado) que acredita la existencia de un poder de control y dirección.

No dejo de advertir además que si bien estaría probado que el trabajador prestó servicios para otros clientes en el período en que alegó trabajar para la demandada, la exclusividad –salvo pacto expreso– no es una característica determinante en el contrato de trabajo (en igual sentido; v. de esta Sala los autos: “Rojas Carlos Alberto c/Preveza S.A. s/despido”; S.D. 39.372 del 4/7/06).

Por todo lo anteriormente expuesto y frente a la pericial contable obrante a fs. 210/234 es dable reconocer credibilidad de las afirmaciones contenidas en la demanda, por lo tanto tendré por cierto los extremos invocados por el actor, en cuanto a la mejor remuneración y fecha de ingreso (cfme. art. 55 L.C.T. y pericial contable), como también las sumas adeudadas correspondientes a los días trabajados, sueldos anuales complementarios y salario del mes de febrero de 2005 en tanto no se ha acreditado su pago por el único medio posible (art. 125 L.C.T.).

Aún cuando pudiera sostenerse que (según la doctrina plenaria de esta Cámara en “Macarella Sebastián c/Bodegas y Viñedos Arizu”) en principio los fleteros son trabajadores autónomos, esa misma doctrina dejaba a salvo que en las particulares circunstancias de cada caso pudieran demostrarse condiciones de trabajo tipificantes de una relación en subordinación. Y, esto último es lo que considero probado sobre la base de los elementos de juicio precedentemente analizados (en igual sentido esta Sala en “Balsamo c/Cervecería Quilmes”, sent. 27.346 del 18/6/96; “Fernández Francisco c/S.A. Establecimientos Vitivinícolas Escorihuela”, sent. 29.032 del 10/4/97, “Menitto Roberto Felix c/Fuente Mineral San Salvador S.A. s/despido”, sent. 30.017 del 4/11/97, entre otros).

Por lo que corresponde revocar este aspecto del fallo recurrido. 

Respecto a la multa contemplada por el art. 1 de la Ley 25.323, toda vez que se trató de una relación laboral que al momento del despido no se encontraba registrada esta sanción procederá. 

Así la sanción en cuestión consistirá en la duplicación de la indemnización por antigüedad que corresponda al trabajador afectado. 

Corresponde también considerar atendible el reclamo efectuado por la actora para que se condene al pago de la indemnización prevista en el art. 2 de la Ley 25.323 debido a que en autos se aprecian cumplidas las exigencias previstas en la mencionada ley: 1. que la actora hubiera intimado a su empleadora para que le abonaran las indemnizaciones propias del distracto; y 2. que ante la conducta reticente de ésta, el trabajador debió iniciar las actuaciones judiciales tendientes al cobro de las indemnizaciones no abonadas oportunamente (en igual sentido ver, entre otras muchas de esta Sala, S.D. 38.384 “Cerutti Silvia Beatriz c/Lloyds TSB Bank PLC s/despido” del 5/4/05) 

A mayor abundamiento señalo que la norma parece apuntar a morigerar el daño que se produce al trabajador cuando no se cumple lo debido, ya que pone un marco diferencial entre el empleador que cumple con las indemnizaciones previstas en la ley y aquél que se toma los tiempos judiciales, aún sabiendo que debe pagar (Ver: Ferreirós Estela Milagros “Nuevo Régimen de las indemnizaciones laborales establecido por la Ley 25.323 –ERREPAR Nº 185– enero/01 T. XV”).

En el caso de marras la actora cumplió con la intimación que establece el mencionado artículo, por lo tanto ante la falta de pago de la demandada, se obligó al trabajador a iniciar acciones judiciales, es por ello que su pretensión respecto de este punto debe prosperar. 

IV. Sobre la base de lo anteriormente expuesto, el actor resultará acreedor de las siguientes sumas:

	Indemnización por antigüedad
	$ 66.017,60

	Indemnización sustitutiva de preaviso con S.A.C.
	$ 17.879,76

	Días trabajados e integración de mes de despido
	$ 8.252,20

	S.A.C. proporcional
	$ 1.995,04

	Vacaciones proporcionales
	$ 1.650,45

	Salario adeudado febrero 2005
	$ 8.252,20

	Art. 1 Ley 25.323
	$ 66.017,60

	Art. 2 Ley 25.323
	$ 46.074,78

	S.A.C. no abonados
	$ 16.504,40 

	*
	$ 232.644,03


Sobre dicho monto se liquidarán intereses, desde que cada crédito es debido y hasta su efectivo pago, según lo establecido en el Acta N° 2.357, conforme Res. de Cámara 8 del 30/5/02.

V. Deberá entregarse el certificado de trabajo que prevé el art. 80 de la L.C.T. y el certificado a los fines previsionales que contenga la mención de: categoría, salarios percibidos –mes por mes– y tiempo de trabajo cumplido, dentro del mismo plazo que el capital de condena (art. 80 L.C.T. y art. 12 inc. g) de la Ley 24.241).

Dicho certificado se debe acompañar a partir de que sea notificada la intimación expresa que se deberá practicar luego de devueltos los autos a primera instancia.

VI. La nueva solución que dejo propuesta impone realizar algunas modificaciones en lo que respecta a las costas del juicio (art. 279 C.P.C.C.N.).

En esta tesitura, la totalidad de las costas de primera instancia se impondrán a cargo de la demandada vencida (art. 68 del Código Procesal).

Por sus tareas en primera instancia, atendiendo al mérito y extensión de la labor desarrollada, sugiero regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora, demandada y perito contador en el dieciseis por ciento (16%), trece por ciento (13%) y seis por ciento (6%), respectivamente, del monto de condena y sus intereses (arts. 6 y 7 Ley 21.839) 

VII. Propicio que las costas de alzada también sean declaradas a cargo de la demandada (art. 68 del Código Procesal) y se regulen honorarios a su representación letrada y a la de la actora en el veinticinco por ciento (25%) y treinta y cinco por ciento (35%), respectivamente de los determinados para la primera instancia (art. 14 del arancel de abogados y procuradores). 

El Dr. Néstor Miguel Rodríguez Brunengo dijo: 

Por compartir sus fundamentos, adhiero al voto que antecede.

EL Dr. Juan Carlos Eugenio Morando: No vota (art. 125 de la Ley 18.345).

A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo el Tribunal 

RESUELVE: 

1. Revocar el fallo apelado y condenar a Praxair Argentina S.R.L. a pagar a Cassetta Pablo José , dentro del día quinto, la suma de pesos doscientos treinta y dos mil seiscientos cuarenta y cuatro con tres centavos ($ 232.644,03) más intereses según lo indicado en el considerando IV del compartido primer voto. 

2. Condenar a la demandada a entregar al actor, en el mismo plazo previsto para el pago del capital, las certificaciones que se indican en el considerando V. 

3. Regular los honorarios por las tareas realizadas en primera instancia a la representación letrada de la parte actora, demandada y perito contador en el dieciseis por ciento (16%), trece por ciento (13%) y seis por ciento (6%), respectivamente, del monto de condena y sus intereses. 

4. Costas de ambas instancias a cargo de la parte demandada. 

5. Regular honorarios a la representación letrada de la demandada y a la de la actora en el veinticinco por ciento (25%) y treinta y cinco por ciento (35%), respectivamente de los determinados para la primera instancia. 

6. Se hace saber al obligado al pago del honorario de abogados y procuradores que, en caso de corresponder, deberá adicionar al monto de la regulación el de la contribución prevista en el inc. 2 del art. 62 de la Ley 1.181 de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Se hace saber también que el obligado a afrontar las costas del juicio deberá adicionar en ocasión de abonar la tasa de justicia, la contribución prevista en el inc. 3 del citado art. 62, todo bajo apercibimiento de comunicar la situación a CASSABA (art. 80 Ley 1.181 de la ciudad autónoma de Buenos Aires y pto. II AA. C.S.J.N. 6/05).

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

